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Poder Judicial de la Nación
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Cámara Federal de Apelaciones de General Roca


“El Tronador S.R.L. c/ Banco Central de da República Argentina (B.C.R.A) s/ amparo ley 16.986” (Expte. FGR26/2016) Juzgado Federal N° 1 de Neuquén    

General Roca,  27 de enero de 2016. 

VISTO: 

El recurso de apelación interpuesto a fs.157/159 por la sociedad actora contra la resolución de fs.148/150 que rechazó el amparo en forma liminar; 

Y CONSIDERANDO: 

Que de acuerdo con lo establecido en el art.26 del decreto-ley 1285/58, es facultad de las cámaras de apelaciones dictar sus resoluciones por voto de los magistrados que las integran, por lo que en esta ocasión cada uno de los miembros de este tribunal emitirá su opinión en la forma que sigue.
El doctor Ricardo Guido Barreiro dijo:

1. La resolución de fs.148/150 rechazó del modo arriba indicado el amparo que, al abrigo de la ley 16.986, la empresa actora promovió contra el Banco Central de la República Argentina para obtener la invalidación de la comunicación C69901 (del 4 de diciembre de 2015), en virtud de la cual se dispuso la medida precautoria de “suspensión de autorización para operar o intermediar en cambios” prevista en el al art.17, inc. a).4, de la ley 19.359, norma cuya declaración de inconstitucionalidad también solicitó in totum.  
En el escrito promotor había requerido, asimismo, que se dejara sin efecto la suspensión  referida y permitiese exclusivamente el despacho a plaza, la nacionalización y el pago de la mercadería objeto de las compraventas internacionales concretadas mediante las DJAI 16-091-DJAI158862D, 15-092-DJAI102282M y 15-073-DJAI 234650Z.

2. Para decidir del modo señalado el juzgado dijo estar frente a un acto administrativo dictado en el marco de un sumario de naturaleza netamente sancionatoria emitido por el BCRA en virtud de las facultades del art.17 de la 19.359, cuya revisión judicial estaba sujeta a las pautas de los arts.8º, inc.e) y 9º, primera parte (irrecurribilidad de las decisiones adoptadas durante la sustanciación del sumario salvo casos de manifiesto gravamen irreparable y competencia del fuero penal económico de la capital o federal del interior del país con competencia penal), con lo cual esa era la vía apta para cuestionar la medida adoptada por la referida autoridad nacional. 

Agregó que una decisión contraria importaría eludir indirectamente las reglas que fijan la competencia del juez penal para conocer en la materia, tal como lo había sostenido la jueza titular del juzgado en decisiones que indicó. 

Contra ello la promotora interpuso el recurso de apelación de fs.157/159 en el que sostuvo, en cuanto interesa para decidir, que acudió a la judicatura porque el sistema precautorio del art.17 de la ley 19.359, así como el régimen recursivo de los art.8 y 9, resultaban inaplicables en el caso por inconstitucionales, ya que las decisiones dictadas durante la sustanciación del sumario eran irrecurribles, mientras que la concesión de la apelación era con efecto devolutivo.

Señaló que el a-quo extendió la apelación reglada para las decisiones definitivas a las precautorias del art.17 cuando ello no surgía de la ley, pues este precepto la estableció para las del inciso “b)” pero no para el “a)” del art.17, con lo cual no resultaba claro que los artículos referidos resultaran aplicables al cuestionamiento de la medida precautoria empleada. 

Expuso que la decisión omitió sopesar la evidente inconstitucionalidad ínsita en la regla general de irrecurribilidad de las decisiones y el eventual efecto devolutivo de las impugnaciones que se hicieran, de modo que la resolución apelada no era ajustada a derecho al aparecer evidente la inconstitucionalidad de las facultades atribuidas por la norma al BCRA.

Agregó que, en última instancia, ante la concreta afectación de derechos, debían pasar a segundo plano las eventuales disquisiciones respecto de las formas o vías en las cuales las pretensiones de justicia arribaban en requerimiento a los juzgados. 

Transcribió una decisión del Juzgado Federal N° 2 de Neuquén que invalidó el inc.a) del art.17 de la ley 19.359 y el precedente del Alto Tribunal “Mill de Pereyra, Rita Aurora y otros c/ Provincia de Corrientes”, Fallos, 324:3219.

Finalmente solicitó que esta cámara se expidiera sobre la petición cautelar. 

3. Ya en tren de argumentar una decisión sobre el punto sometido a debate —si el amparo es manifiestamente inadmisible, único supuesto en que procede su rechazo liminar (este tribunal en su anterior composición desde “CALF c/Estado Nacional” sent.int. 37/92 y, en la actual integración, con “Dell’Ospedale, Eva Ester c/ Municipalidad de Plottier y otros”, del 11/8/15)—, creo oportuno recordar que, de acuerdo a los términos de la demanda, la apelante manifestó que empleó la especial vía de la ley 16.986 ante la inexistencia de remedio o herramienta procesal alguna para controvertir una precautoria dictada conforme al inciso a) del art.17 de la ley 19.359, destacando que la apelación estaba prevista únicamente para las del inciso siguiente (ver fs.137vta., párrafo último), solicitando la declaración de inconstitucionalidad de todo el art.17, norma que prevé un sistema de decisiones cautelares y atribuye al BCRA su dictado.

Y que, una vez llegados los autos a esta instancia, introdujo la inconstitucionalidad del art.8, inc.e), norma que establece la irrecurribilidad de las medidas dictadas durante el sumario salvo agravio irreparable.

4. Refrescado lo anterior, consigno ahora que, en mi modo de ver, hay alguna confusión en la decisión del magistrado sobre el esquema recursivo fijado en la ley 19.359 (Régimen Penal Cambiario) que, acaso, ha arrastrado a parecidas imprecisiones a la parte recurrente, por lo que es conveniente reseñar su estructura.

Debe partirse de la base de que se trata de la regulación legal de una instrucción de naturaleza penal —en tanto prevé sanciones pecuniarias y de hasta 8 años de prisión—, en donde el órgano instructor de las actuaciones penales es administrativo y no judicial (el BCRA, art.8, primer párrafo), lo que aparece como una concesión de la ley hecha en mérito a la especial naturaleza de los asuntos que deben investigarse y la profusión de medios con los que cuenta el BCRA para llevar a cabo esa labor de manera más eficaz para la defensa del bien jurídico protegido. Este principio no aparece cuestionado por el reclamante.


Luego ha de verse que la ley dispone que todas las resoluciones dictadas por el BCRA para desarrollar la instrucción son irrecurribles, salvo que se trate de alguna que provoque un manifiesto agravio irreparable (art.8, inc.e]), segundo basamento no cuestionado por el actor al demandar.

En tercer lugar existe, dentro de este proceso de instrucción penal encomendado a un organismo administrativo, un capítulo especial dedicado a medidas precautorias restrictivas de derechos, asunto que por esa naturaleza cancelatoria convoca entonces, con el mayor rigor, el examen de su legalidad. Si bien el encabezado del primer párrafo del art.17 prevé “las siguientes medidas precautorias” y enumera después varias posibilidades en sus cuatro incisos, únicamente en los dos primeros (a y b) se regulan medidas restrictivas directas, puesto que los dos restantes consisten en habilitarlo a solicitarlas al juez interviniente. Las restricciones del inciso a) se refieren a lo objetivo de la actividad cambiaria y constan en cuatro subincisos, mientras que el inciso b) faculta al BCRA a dictar la prohibición de egresar del territorio nacional y una sanción pecuniaria para el caso de incumplimiento de ésta. Es contra las acciones del BCRA previstas en el inc.b) que se encuentra previsto, en solitario, el recurso de apelación con efecto devolutivo. 

Por último, una vez concluida la instrucción, las actuaciones se elevan al juez penal para que dicte sentencia, decisiones definitivas que son apelables, con efecto suspensivo, ante la cámara de apelaciones que corresponda.

5. En síntesis, durante la sustanciación de la instrucción existe: a) un recurso expreso previsto contra la decisión precautoria que dispone la prohibición de salida del país  —y por añadidura la que fija multa por su incumplimiento—  y, b) uno excepcionalmente establecido para las demás decisiones dictadas durante la instrucción  cuando ocasionen un gravamen que sea de manifiesta imposibilidad de reparación ulterior.

6. Así aclarado lo concerniente a las vías impugnativas disponibles durante la instrucción, no advierto en dónde reside la necesidad de acudir al excepcional remedio de la ley 16.986 si, como quedó expuesto, hay alternativas revisoras previstas en la norma que no han sido intentadas. Estoy señalando con ello, tal como puso de relieve el señor Representante del Ministerio Público Fiscal ante la instancia en el dictamen precedente (en particular, cap.III, párrafos tercero y penúltimo), que este caso queda comprendido entre aquellos en los que procede la desestimación liminar del amparo en la medida en que ha quedado evidenciada la existencia de otras vías idóneas para obtener la protección judicial que se pretende.

Es que la sumariada, quien es parte en el proceso reglado por la ley en examen, pudo acudir al recurso de apelación excepcional del art.8, inc.e) invocando la existencia del gravamen que exige el precepto y, en caso de denegatoria, acudir ante el juzgado por vía de queja o, acaso, al ordinario del inc.b) del art.17 propiciando una aplicación extensiva del derecho a revisar judicialmente una decisión administrativa restrictiva de derechos, con igual vía posterior en caso de denegación. En cualquiera de estas dos alternativas descansa, en mi opinión de manera suficiente, la posibilidad de obtener la revisión judicial del acto administrativo que es, por regla de principio, esencial para validar los actos administrativos que restringen derechos de los administrados, tanto más cuando éstos son afectados por disposiciones de carácter punitivo, aun  cuando lo sean a título precautorio.

Y, como es de toda evidencia, la observancia de la metodología señalada ostenta la virtud adicional de mantener, hasta su agotamiento, la intervención del magistrado llamado por la ley a conocer sobre la materia reglada en ella, sin alterar en absoluto el reparto de competencia material.

7. En dicho contexto —agrego en pos de agotar los argumentos de la presentante—  declarar la inconstitucionalidad de la norma que contempla la posibilidad de recurrir decisiones dictadas durante la instrucción (la atacada es una de ellas) cuando hay agravio irreparable manifiesto, no sería sino ir en contra de los intereses de la propia recurrente quien paradójicamente, con la aludida tacha, no obtendría  —de ser estimada—  otra cosa que un recorte de su derecho a obtener la revisión judicial del acto de la administración, lo que evidencia lo inatendible de ese planteo invalidante.   

8. Por las razones expuestas voto por la desestimación del recurso. 

Las costas de alzada deberían imponerse por su orden (art.15, ley 16.986). 
 
El doctor Mariano Roberto Lozano dijo:

Coincido con las conclusiones a que se arriban en el voto que antecede, por lo que adhiero a la solución que propicia.

Por lo expuesto, y de conformidad con lo dictaminado por el señor representante del Ministerio Público Fiscal, EL TRIBUNAL RESUELVE:

I. Desestimar la apelación de fs.157/159;

II. Imponer las costas de alzada en el orden causado;

III. Registrar, notificar, publicar y, oportunamente, devolver. Fdo.: Ricardo Guido Barreiro, Mariano Roberto Lozano, jueces de cámara; María Fedra Giovenali, secretaria.
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